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B8-0321/2016
Resolución del Parlamento Europeo sobre la situación en Eritrea
(2016/2568(RSP))
El Parlamento Europeo,
–
Vistos el informe final del grupo de supervisión para Eritrea y sus conclusiones,
–
Vistas las Resoluciones pertinentes del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas 751 (1992), 1907 (2009), 2182 (2014) y 2244 (2015), 
–
Vista la Decisión del Consejo 2010/127/PESC, de 1 de marzo de 2010, y el Reglamento del Consejo (UE) n.º 667/2010, modificado posteriormente en 2010 por la Decisión del Consejo 2010/414/PESC,
–
Vistas las nuevas medidas restrictivas contra Eritrea establecidas en la Decisión el Consejo 2012/632/PESC y en el Reglamento de ejecución (UE) n.º 942/2012, 
–
Vista la creación de la Comisión de Investigación sobre los Derechos Humanos en Eritrea por el Consejo de Derechos Humanos de las Naciones Unidas mediante la Resolución 26/24, de 27 de junio de 2014,
–
Vistos la Convención sobre los Derechos del Niño y sus protocolos facultativos,
–
Vista la Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer,
–
Vista la Carta Africana de Derechos Humanos y de los Pueblos,
–
Visto el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales,
–
Visto el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos,
–
Vista la Convención contra la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes,
–
Vista la Iniciativa sobre la Ruta Migratoria UE-Cuerno de África, conocida también como el Proceso de Jartum,
–
Visto el Fondo Fiduciario de Emergencia para la estabilidad y para abordar las causas profundas de la migración irregular y de los desplazamientos de personas en África,
–
Vistas las Conclusiones del Consejo relativas al Plan de acción regional UE-Cuerno de África 2015-2020,
–
Visto el artículo 123, apartado 2, de su Reglamento,
A.
Considerando que Eritrea es una de las naciones más pobres y cerradas en la que existe un sistema de partido único, siendo el Frente Popular para la Democracia y la Justicia (FPDJ) el único partido político autorizado legalmente; que su presidente ha ocupado ese cargo desde la independencia del país en 1993; que la constitución nunca se ha aplicado y que el país nunca ha celebrado elecciones nacionales; que la Asamblea Nacional dejó de convocarse en 2002, y que las leyes se aprueban por decreto gubernamental;
B.
Considerando que Eritrea, un país que cuenta con seis millones de habitantes, es una de las naciones del mundo que más rápidamente se están vaciando, con casi medio millón de refugiados; que cada mes abandonan el país 5 000 eritreos, principalmente para buscar refugio en los países vecinos Etiopía y Sudán, pero también emprendiendo el peligroso viaje hasta la Unión; que los eritreos representan el tercer mayor grupo de refugiados que intentan llegar a Europa;
C.
Considerando que el motivo más frecuentemente citado para abandonar el país es el reclutamiento para el programa de servicio militar; que la obligación legal de cumplimiento del servicio militar o civil durante 18 meses se amplió en 2002, siendo en la práctica de duración indefinida; que la Comisión de Investigación de las Naciones Unidas sobre los Derechos Humanos en Eritrea concluyó que el servicio militar implica a menudo detenciones arbitrarias, tortura, tortura sexual, trabajos forzados, ausencia de días libres y una remuneración absurda, siendo considerada una institución donde las prácticas similares a la esclavitud forman parte de la rutina; y que los reclutamientos incluyen a niños y niñas ya desde los 16 años así como a personas mayores, así como que el servicio militar a menudo se asemeja a trabajos forzados;
D.
Considerando que el reclutamiento puede durar décadas y que se dan casos en los que varios miembros de una misma familia son reclutados al mismo tiempo y separados geográficamente; que quienes toman vacaciones sin permiso se enfrentan a penas de cárcel y que, en caso de que no se les encuentre, los miembros de su familia son detenidos en su lugar; que el salario mensual de base de las personas reclutadas asciende a 43-48 dólares USA antes de las deducciones, un importe insuficiente para satisfacer las necesidades básicas individuales; y que en Eritrea no está prevista la objeción de conciencia;
E.
Considerando que en Eritrea se han cometido y se siguen cometiendo violaciones sistemáticas, generalizadas y graves de los derechos humanos bajo la autoridad del gobierno, que ha creado y mantiene un sistema represivo con el objetivo de controlar, silenciar y aislar a población del país, privándola de sus libertades fundamentales; y que las detenciones arbitrarias, el encarcelamiento, la tortura, las desapariciones o las ejecuciones extrajudiciales de personas so rutinarias;
F.
Considerando que los sistemas de control generalizado y las graves consecuencias de los comportamientos considerados desviados han creado un ambiente de autocensura en el que las personas no pueden manifestarse, practicar su religión o ejercer su libertad de reunión y asociación; y que en 2015, según Reporteros Sin Fronteras, Eritrea tenía la prensa menos libre de todo el mundo;
G.
Considerando que las autoridades eritreas mantienen a miles de prisioneros de conciencia y prisioneros políticos en situación de detención secreta, sin cargos ni juicio; que las condiciones de detención son extremadamente duras, dado que en muchos casos los detenidos permanecen en celdas subterráneas o en contenedores de transporte, y que la falta de acceso a alimentos suficientes, agua y cuidados médicos durante la detención puede tener como consecuencia complicaciones para la salud e incluso la muerte; 
H.
Considerando que el Gobierno de Eritrea ha adoptado una posición ambivalente con relación a su éxodo migratorio, en parte porque se beneficia de la diáspora en forma de un impuesto sobre los ingresos de los migrantes, supuestamente bajo la amenaza de serles negados, a ellos o a sus familiares, los servicios consulares; y que en 2011, el Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas pidió a Eritrea que dejara de recurrir a la extorsión, a las amenazas de violencia, al fraude y a otros medios ilícitos para cobrar este impuesto, que rindió al Estado 73 millones de dólares USA entre 2010 y 2013;
I.
Considerando que los Estados miembros de la Unión cada vez deniegan más solicitudes de asilo procedentes de Eritrea, alegando que las personas que llegan a sus fronteras son migrantes económicos; y que existe un riesgo generalizado de detención arbitraria, tortura y otros tipos de maltratos para cualquier solicitante de asilo que vuelva al país;
J.
Considerando que el gobierno cuenta con una amplia red de informantes coaccionados por el Estado, que controlan a la población, y que los ciudadanos sospechosos de traición son objeto de detenciones arbitrarias, desapariciones forzadas, ejecuciones extrajudiciales y tortura; que existen restricciones injustas a la circulación interior y a la libertad de expresión, y que los medios de comunicación nacionales están controlados por el Estado;
K.
Considerando que la falta de transparencia financiera del país sigue creando una economía informal controlada por el FPDJ y que implica transacciones en moneda fuerte realizadas a través de una red oscura y opaca de entidades comerciales propiedad del Estado y gestionadas por altos funcionarios del gobierno; y que esto suscita particular preocupación en un momento en el que las organizaciones internacionales están prestando ayuda monetaria al gobierno;
L.
Considerando que esta falta de transparencia afecta también gravemente a los ingresos de la minería; que existen casos de supuesto recurso al trabajo forzado y al trato inhumano, y que los pagos efectuados por empresas internacionales por el trabajo realizado por contratantes gubernamentales supuestamente se han desviado de los salarios de los trabajadores para las fuerzas militares y gubernamentales de Eritrea;
M.
Considerando, en particular, que la empresa canadiense Nevsun, propietaria del 60 % de participación de la mina de cobre y oro de Bisha, siendo el gobierno propietario del otro 40 %, ha sido acusada de permitir el recurso al trabajo forzado en la construcción de su mina, tanto por la relatora especial de las Naciones Unidas sobre la situación de los derechos humanos en Eritrea como en una querella presentada en un tribunal canadiense; que Nevsun negó las acusaciones y ha rechazado las conclusiones de las Naciones Unidas;
N.
Considerando que todos los sectores de la economía se basan en el trabajo forzado, y que la mayoría de los eritreos corren el peligro de ser sometidos al mismo en algún momento de sus vidas;
O.
Considerando que el 27 de junio de 2014 el Consejo de Derechos Humanos (CDH) de las Naciones Unidas creó la Comisión de Investigación sobre los Derechos Humanos en Eritrea para investigar todas las presuntas violaciones de los derechos humanos en el país; que la Comisión de Investigación presentó su primer informe el 23 de junio de 2015, y que el CDH ha prorrogado un año más el mandato de la Comisión de Investigación hasta junio de 2016 para que investigue las violaciones sistemáticas, generalizadas y graves de los derechos humanos, con vistas a garantizar la plena responsabilidad, también en el caso de que esas violaciones puedan constituir crímenes contra la humanidad; y que la Comisión de Investigación presentará un informe escrito con sus conclusiones y recomendaciones al CDH en junio de 2016;
P.
Considerando que el grupo de supervisión para Somalia y Eritrea, pese a sus reiteradas solicitudes, nunca obtuvo permiso para visitar Eritrea durante su mandato ni tampoco la plena cooperación por parte del gobierno, tal y como solicitaba la Resolución 2182 (2014) del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas; y que tanto a la relatora especial de las Naciones Unidas sobre la situación de los derechos humanos en Eritrea, a la Comisión Africana de Derechos Humanos y de los Pueblos como a organizaciones independientes en favor de los derechos humanos se les ha negado el acceso a Eritrea;
Q.
Considerando que en 2009 el Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas sancionó a Eritrea por su supuesto apoyo a Al-Shabaab, una milicia islamista en Somalia; que las medidas de las Naciones Unidas incluían el embargo de armas y la prohibición de viajar así como la congelación de activos contra personas concretas; y que, a través de la adopción de la Resolución 2244 (2015), el Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas reafirmó el año pasado el embargo de armas a Eritrea a la vista del apoyo continuado del país a otros grupos armados de la región, incluido un frente unificado de grupos armados de la oposición de Etiopía de reciente creación, el Movimiento Democrático Popular Tigray (MDPT), y al dirigente militar de Ginbot Sebat;
R.
Considerando que Eritrea ha entablado una nueva relación militar estratégica con Arabia Saudí y los Emiratos Árabes Unidos, que permite a la coalición árabe utilizar el suelo, el espacio aéreo y las aguas territoriales de Eritrea en su campaña militar contra los hutíes en Yemen; y que Eritrea habría obtenido compensación de los dos países, tanto monetaria como en forma de suministro de combustible, y que toda compensación desviada directa o indirectamente a actividades que supongan una amenaza para la paz y la seguridad en la región, o en beneficio de las fuerzas militares de Eritrea, constituye una violación de la Resolución 1907 (2009) del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas;
S.
Considerando que subsisten tensiones residuales de una guerra fronteriza con Etiopía en el periodo 1998-2000 y que estas tensiones se utilizan para justificar el Estado policial;
T.
Considerando que el 28 de enero de 2016 Eritrea y la Unión firmaron un acuerdo histórico sobre la futura cooperación para el desarrollo, la promoción de las energías renovables y la buena gobernanza; que la Unión ha anunciado un apoyo a largo plazo a Eritrea, por un importe de 200 millones de euros a través del 11.º Fondo Europeo de Desarrollo (FED), centrado en el sector de la energía y en la gobernanza; y que Eritrea puede beneficiarse de medidas del Fondo Fiduciario de Emergencia de la Unión para África y de otras iniciativas de la Unión, en particular del Instrumento Europeo para la Democracia y los Derechos Humanos;
1.
Pide a la Unión y sus Estados miembros que concedan la prioridad al pleno respeto de los derechos humanos en cada  interacción con el Gobierno de Eritrea, en particular por lo que respecta a la gestión de los flujos migratorios;
2.
Está  convencido de que las causas profundas de la crisis de refugiados de Eritrea son la inexistencia de un Estado de Derecho, de democracia, y la falta de respeto de los derechos humanos, así como la represión de sus ciudadanos, y de que, a menos que se aborden estas causas subyacentes, será imposible poner fin a la crisis de los refugiados por cualquier otro medio; manifiesta su temor de que en estos momentos el Gobierno de Eritrea no pueda ser considerado un socio creíble para la Unión;
3.
Manifiesta sus dudas acerca de la decisión de destinar 200 millones de euros del FED a proyectos en materia de energía y gobernanza en Eritrea, dada la situación nefasta de los derechos humanos en el país; le preocupa que, dada la ausencia total de transparencia en la gestión financiera del país, el gobierno pueda fácilmente desviar esos fondos y utilizarlos para aumentar la represión;
4.
Pide a la Comisión y a los Estados miembros que se abstengan de utilizar el Fondo Fiduciario de la Unión para África para otros fines que no sean la mejora de los derechos humanos y la ayuda al desarrollo, subrayando que dichos proyectos financiados por el Fondo Fiduciario deben respetar los derechos fundamentales de la Unión; hace hincapié en que toda ayuda de la Unión que no persiga objetivos humanitarios debe estar rigurosamente subordinada al logro de progresos en el país; pide a la Comisión que suspenda la ayuda financiera directa al Gobierno de Eritrea y que ponga en marcha mecanismos de control para garantizar que el gobierno no desvía ninguna ayuda destinada al país y la utiliza para fines de represión o cualquier actividad que suponga recurrir a los trabajos forzados;
5.
Pide a las empresas privadas y a otras entidades que invierten u operan en Eritrea que adopten las debidas diligencias en materia de derechos humanos para asegurar que en ninguna fase de sus operaciones recurren al trabajo de los reclutados y que no facilitan fondos o prestan ayuda a proyectos que utilizan el trabajo forzado de los reclutados; pide a las autoridades eritreas y a las empresas extranjeras que contribuyan a reforzar la gobernanza en la industria extractiva mediante el cumplimiento de la Iniciativa para la transparencia de las industrias extractivas;
6.
Pide al presidente y al Gobierno de Eritrea que lleven a cabo reformas para asegurar que Eritrea cumple sus obligaciones internacionales y en materia de derechos humanos, entre otras cosas, aplicando la Constitución de 1997, armonizando las disposiciones legislativas y reglamentarias nacionales con las normas internacionales en materia de derechos humanos, permitiendo a los partidos políticos independientes y a las organizaciones de la sociedad civil operar libremente, estableciendo un sistema judicial independiente y convocando elecciones libres y justas que debían haberse celebrado hace tiempo;
7.
Observa que, según Reporteros Sin Fronteras, Eritrea tiene la prensa menos libre del mundo y es el único país del África subsahariana que carece de un solo medio de comunicación privado; pide que se adopten medidas que permitan el funcionamiento de medios de comunicación independientes y libres y que se proteja a los periodistas de interferencias arbitrarias;
8.
Pide a las autoridades que permitan la libre circulación en el interior del país y que faciliten el desplazamiento legal de las personas dentro y fuera del país eliminando la obligación de un visado de salida y dando un trato a los repatriados que sea conforme a las normas internacionales;
9.
Insta al Gobierno de Eritrea a poner fin a las prácticas de reclutamiento para el servicio militar por tiempo indefinido, que con frecuencia se asemejan a los trabajos forzados y que constituyen una violación del Derecho internacional, y a desmovilizar a todos los reclutados una vez transcurridos los 18 meses de servicio; pide al Gobierno de Eritrea que garantice que nadie sea sometido a entrenamiento militar antes de cumplir los 18 años de edad y que no se movilice a ningún miembro de la población después de la edad normal de reclutamiento; pide, además, al gobierno que garantice que todos los reclutados reciben alojamiento y gozan de condiciones conformes a los derechos humanos internacionales y que son remunerados de modo que les permita una vida digna;
10.
Pide al gobierno que adopte disposiciones en materia de objeción de conciencia al servicio militar y que prevea alternativas y servicios no punitivos de naturaleza civil de una duración comparable a la del servicio militar;
11.
Pide a las autoridades que pongan fin con carácter inmediato a las prácticas ilegales de detención arbitraria, sin cargos ni juicio, a la detención incomunicada y a la detención en centros no oficiales, que proporcionen inmediatamente a las familias de los detenidos información sobre su paradero y su estado de salud y que respeten plenamente los derechos de los detenidos; pide, además, a las autoridades que se abstengan de detener o castigar a los desertores después de los 18 meses de servicio que establece la Ley sobre el servicio militar; pide la liberación inmediata de las personas detenidas por este motivo;
12.
Pide a las autoridades eritreas que garanticen que todos los detenidos reciben un trato humano y de conformidad con las normas internacionales en materia de derechos humanos y que reciben también alojamiento adecuado, alimentos, agua, saneamiento y cuidados médicos, y que garanticen igualmente que nadie sea sometido a tortura o a cualquier otro trato cruel, inhumano o degradante; pide a las autoridades que garanticen que todas las acusaciones de tortura y otros malos tratos serán investigadas y que los responsables serán llevados ante la justicia; pide a las autoridades que abran todas las prisiones y otros centros de detención para su inspección por parte de órganos independientes de control;
13.
Pide la liberación inmediata e incondicional de todos los presos de conciencia y que Eritrea cumpla sus obligaciones de informar a los organismos responsables de controlar la aplicación de los tratados internacionales en materia de derechos humanos de los que Eritrea es parte; pide al gobierno que permita el acceso al país a los expertos independientes de las Naciones Unidas y de la Unión Africana, incluida la relatora especial de las Naciones Unidas, y que permita a la Comisión de Investigación sobre la Situación de los Derechos Humanos en Eritrea el pleno ejercicio de su mandato y que coopere con la misma, también por lo que respecta a las cuestiones relativas a las finanzas públicas; pide al representante especial de la Unión en materia de derechos humanos que coordine su labor con otros órganos internacionales y que proporcione al Parlamento una evaluación de la situación en el país;
14.
Pide al gobierno el cese inmediato de la práctica de las desapariciones forzosas así como todas las formas de ejecuciones extrajudiciales, entre otras cosas, abandonando la política de disparar a matar en las fronteras y creando un mecanismo eficaz para determinar el paradero de los desaparecidos; 
15.
Insta a los Estados miembros que examinan las solicitudes de asilo de eritreos a considerar el reclutamiento por tiempo indefinido que se practica en Eritrea como una violación de los derechos humanos equivalente a los trabajos forzados y, por consiguiente, prohibida por el Derecho internacional, así como el riesgo generalizado de detención arbitraria, tortura y otras formas de malos tratos al que están expuestos los solicitantes de asilo que vuelven a Eritrea, y a continuar prestando protección a todos aquellos que han huido y siguen huyendo de Eritrea, respetando el principio de no devolución;
16.
Pide al Gobierno de Eritrea que suspenda de inmediato todo apoyo o actividad, como el apoyo a los movimientos rebeldes de los países vecinos, que pueda poner en peligro la estabilidad regional, y que suspenda su apoyo a Arabia Saudí y a los Emiratos Árabes Unidos, supuestamente a cambio de compensación financiera, para su campaña militar en Yemen; pide a las autoridades eritreas que repriman y no den su aprobación tácita al tráfico de armas, en violación del embargo de armas impuesto por las Naciones Unidas al país;
17.
Encarga a su Presidente que transmita la presente Resolución al Consejo, a la Comisión, a la Vicepresidenta de la Comisión / Alta Representante de la Unión para Asuntos Exteriores y Política de Seguridad, a los Gobiernos y los Parlamentos de los Estados miembros, al Secretario General de las Naciones Unidas, Parlamento Panafricano, a los Copresidentes de la Asamblea Parlamentaria Paritaria ACP-UE, a la Unión Africana, y al Presidente, al Parlamento y al Gobierno de Eritrea.
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